El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
CONFLICTO DE COMPETENCIA / ARTÍCULO 121 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO / DIVISORIO / LA NULIDAD SE SANEA SI NO ES ALEGADA POR LAS PARTES.
… la Corte Suprema de Justicia, también en sede de tutela, concluyó en reciente providencia que en tratándose de la nulidad prevista por el artículo 121 del Código General del Proceso, por el vencimiento del término para fallar, es necesario que las partes la aleguen, pues de lo contrario la misma queda saneada y no hay lugar a dejar sin efectos de oficio la actuación. Así lo expresó:
“… Según el principio de convalidación que rige en el derecho procesal civil, por regla general, todas las irregularidades procesales (inclusive las nulidades) se convalidan por el consentimiento de las partes: «si el acto procesal nulo no es impugnado legalmente, queda revalidado por la aquiescencia tácita o expresa de la parte que Sufre lesión por la nulidad. (...) De lo anterior se infiere que las nulidades de los actos procesales, por regla general no son absolutas, ya que pueden quedar revalidadas en la forma supradicha…”

“Como insaneables, el estatuto procesal sólo contempla «proceder contra providencia ejecutoriada del superior, revivir un proceso legalmente concluido o pretermitir íntegramente la respectiva instancia» (artículo 136, Parágrafo). Todos los demás vicios procesales se convalidan o sanean de la manera prevista en el artículo 136 del Código General del Proceso.

Luego, al no estar la nulidad del artículo 121 del Código General de Proceso taxativamente prevista como insaneable y al no ser una «nulidad especial», no es posible afirmar que es una anomalía procesal de tan grande magnitud que no es susceptible de convalidación o saneamiento.” (…)

En relación con el tema, también la Corte Constitucional se pronunció en sentencia C-443-19 del 25 de septiembre de este año, con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez, expediente D-12981, en cuyo comunicado de prensa No. 37 del 25 y 26 del mismo mes y año, se indica:

“… En este orden de ideas, la Corte resolvió declarar la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso sexto del artículo 121 del Código General del Proceso… (iii) de este modo, la pérdida de competencia queda supeditada al requerimiento de alguna de las partes para la aplicación de la previsión que sobre el particular hace el artículo 121 del CGP…”.
De acuerdo con lo anterior, no ha debido el juzgado que conoció primigeniamente del proceso declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del Código General del Proceso, pues ninguna de las partes la alegó; así que, ante ese silencio, la misma se saneó.
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Pereira, noviembre siete (7) de dos mil diecinueve (2019)

Expediente No. 66682-31-03-001-2019-01889-01
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Civiles del Circuito de Dosquebradas y Santa Rosa de Cabal, a propósito del conocimiento del proceso divisorio instaurado por BCSC S.A., antes Banco Caja Social, hoy Leasing Colmena S.A., Compañía de Financiamiento Comercial, contra la Universidad de San Buenaventura, Fideicomiso Activos Megabanco, Aluminios de Colombia S.A. C.I., Banco Santander Colombia S.A., Banco de Occidente, Banco Davivienda, Casa del Bombillo No. 2 Ltda. y Compañía de Gerenciamiento de Activos Ltda.

A N T E C E D E N T E S 

1. El Juez Civil del Circuito de Dosquebradas, quien venía conociendo del asunto, por auto del 15 de agosto último, declaró la nulidad de lo actuado con fundamento en el artículo 121 del Código General del Proceso.
Para decidir así, señaló que por tratarse de un proceso divisorio, la sentencia que se profiera corresponde a una etapa posterior, “… cuando se hace la división del recaudo con base en el avalúo material del bien en litigio…”; la última notificación personal data del 16 de julio de 2010; no se ha hecho uso de la prórroga de competencia y no se han producido suspensiones procesales. Agregó que la notificación de la demanda al demandado se efectuó el 15 de octubre de 2014 y como el tránsito de legislación se produjo el 1º de enero de 2016, la sentencia ha debido dictarse el mismo día del año siguiente.

Considera que el despacho a su cargo, se ha excedido en los términos de práctica probatoria, al haber entrado en vigencia el Código General del Proceso el 1º de enero de 2016 y haberse fijado fechas, que además resultaron fallidas, para apenas una actuación de trámite como es la venta en pública subasta del bien inmueble objeto de litigio.

En el mismo proveído ordenó la remisión del expediente a la Sala de Gobierno de este Tribunal, que mediante Resolución No. 109 del 4 de septiembre del presente año, asignó la competencia para  continuar conociendo del asunto al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 
2. Ese despacho rehusó la atribución mediante proveído del 16 de septiembre de este año, al estimar que en procesos divisorios no es la sentencia la que se debe emitir dentro del año siguiente a la vinculación de la parte demandada, sino el auto que decreta la división o la venta y que como en este caso, el último se profirió el 28 de noviembre de 2011, antes de que entrara a regir el artículo 121 del CGP; el término previsto en esa disposición nunca empezó a correr y por ende no se dan en este caso las condiciones para la pérdida de competencia.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Civiles del Circuito de Dosquebradas y Santa Rosa de Cabal, de conformidad con el inciso 1º del artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Es del caso determinar cuál de esos juzgados es el competente para tramitar el proceso de la referencia.

El primero considera que se dan los supuestos del artículo 121 del Código General del Proceso, porque la sentencia con la que se ha de definir el litigio no se ha proferido y ya venció el año con que contaba para hacerlo, contado desde el 1º de enero de 2016, cuando comenzó a regir.
El segundo señala que en los procesos divisorios no es la sentencia la que deba proferirse dentro del año siguiente a la notificación de la parte demandada, sino el auto que decrete la división y que como en este caso, se dictó en el año 2011, antes de entrar en vigencia el Código General del Proceso, no tiene aplicación el artículo 121 de ese código.
3. Para definir la cuestión, es necesario comenzar por decir que el artículo 121 del Código General del Proceso dice: 

“Salvo interrupción o suspensión del proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a un (1) año para dictar sentencia de primera o única instancia, contado a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada… 

Vencido el respectivo término previsto en el inciso anterior sin haberse dictado la providencia correspondiente, el funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del proceso… 

Excepcionalmente el juez o magistrado podrá prorrogar por una sola vez el término para resolver la instancia respectiva, hasta por seis (6) meses más, con explicación de la necesidad de hacerlo, mediante auto que no admite recurso. 

Será nula de pleno derecho la actuación posterior que realice el juez que haya perdido competencia para emitir la respectiva providencia…”. 
4. En el presente caso, las etapas del proceso se desarrollaron así: 

4.1 La demanda fue presentada ante el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 23 de junio de 2009
. 
4.2 El citado despacho judicial la admitió por auto del 28 de julio del mismo año
.

4.3 La Sociedad Comercial Casa del Bombillo No. 2 Ltda., recibió notificación del auto admisorio de la demanda el 6 de octubre de 2009
; la Compañía de Gerenciamiento de Activos Ltda. el día siguiente
; Aluminios de Colombia S.A. C.I. el 8 de octubre del mismo año
; la Universidad de San Buenaventura, el 16 de ese mes
; Davivienda S.A, el 4 de febrero de 2010
; el Banco Santander S.A., el día siguiente
; el Banco de Occidente S.A., el 18 de del mismo mes
; y Fideicomiso Activos Mega Banco, el 16 de julio de ese último año
.  

4.4. El 4 de octubre de 2011 se decretaron las pruebas pedidas por las partes
.

4.5. Mediante proveído del 28 de noviembre de ese año, el juzgado de primera sede, entre otras decisiones, ordenó la venta en pública subasta del predio objeto del proceso; también su secuestro y avalúo
. 
5. A la fecha no se ha dictado la sentencia de que trata el numeral 1º del artículo 410 del Código General del Proceso, por cuanto no ha sido posible llevar a cabo el remate del bien inmueble objeto del proceso.
6. En los procesos divisorios, el término para proferir sentencia se cuenta a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda a la parte demandada, pues así lo tiene definido la Corte Suprema de Justicia, que en sede de tutela dijo:
“4.4.
 En este orden de ideas, se observa que el Despacho criticado incurrió en causal de procedencia del amparo con lo resuelto, si en cuenta se tiene que, conforme las pruebas allegadas al presente asunto, el demandado fue notificado de la demanda divisoria el 21 de abril de 2016, por lo que debía resolverse de fondo el asunto antes del 21 de abril de 2017; sin embargo, no lo hizo, razón por la que a partir de esta última data perdió la competencia para seguir conociendo de la controversia cuestionada, conforme lo dispuesto en el artículo 121 de la nueva ley de enjuiciamiento civil. (…) 

4.5.
Y, aunque la Corte aceptara que en el asunto bajo estudio el estrado judicial amplió el término del canon 121 ejusdem, seguiría latente la vulneración de las garantías invocadas por el accionante, habida cuenta que, todavía no se ha dictado el fallo correspondiente dentro del juicio divisorio cuestionado, pues, ciertamente, según el canon 411 ejusdem, una vez registrado el remate y entregada la cosa al rematante se procede a dictar la sentencia de distribución, de manera que el término para decidir la controversia sigue corriendo aún después del auto que decide sobre la venta en pública subasta. (subraya la Sala).

7. De acuerdo con esa jurisprudencia, el término para proferir sentencia en procesos divisorios, se cuenta a partir de la notificación del auto admisorio de la demanda a la parte demandada, que en el presente caso lo fue, al último de ellos, el 10 de julio de 2010; empero como este asunto se inició en vigencia del Código de Procedimiento Civil, y no tiene una regulación específica en el artículo 625 del Código General del Proceso, a partir de su entrada en vigencia, el 1º de enero de 2016, debió aplicarse el tránsito de legislación, de manera que el término del año vencía el 1º de enero de 2017.

8. No obstante lo anterior, la Corte Suprema de Justicia, también en sede de tutela, concluyó en reciente providencia que en tratándose de la nulidad prevista por el artículo 121 del Código General del Proceso, por el vencimiento del término para fallar, es necesario que las partes la aleguen, pues de lo contrario la misma queda saneada y no hay lugar a dejar sin efectos de oficio la actuación. Así lo expresó:

“… es evidente que la Corporación convocada vulneró el debido proceso de los accionantes al declarar la nulidad dispuesta en el artículo 121 del Código General del Proceso por el vencimiento del término para fallar, pese a que ninguna de las partes había alegado dicha causal, por lo que la misma se encontraba saneada y no había lugar a dejar sin efectos de oficio la actuación.
En efecto, se debe precisar que las nulidades sustanciales pueden ser insaneables (absolutas) o saneables (relativas). Las absolutas son incompatibles con el sistema jurídico por ser ilícitas (objeto o causa ilícitos); o vician el acto desde su origen por no cumplir una condición de posibilidad para su surgimiento en la vida jurídica (requisitos ad substantian actus o incapacidad absoluta de quien intentó constituir el acto fallido). Las relativas son todas las demás que no sean cualificadas como absolutas.
Según el principio de convalidación que rige en el derecho procesal civil, por regla general, todas las irregularidades procesales (inclusive las nulidades) se convalidan por el  consentimiento de las partes: «si el acto procesal nulo no es impugnado legalmente, queda revalidado por la aquiescencia tácita o expresa de la parte que Sufre lesión por la nulidad. (...) De lo anterior se infiere que las nulidades de los actos procesales, por regla general no son absolutas, ya que pueden quedar revalidadas en la forma supradicha…”

Tal principio se expresa en el artículo 132 del Código General del Proceso que «agotada cada etapa del proceso el juez deberá realizar control de legalidad para corregir o sanear los vicios que configuren nulidades u otras irregularidades del proceso, las cuales, salvo que se trate de hechos nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes...”); en el Parágrafo del artículo 133 «las demás irregularidades del proceso se tendrán por subsanadas si no se impugnan oportunamente por los mecanismos que este código establece»; en el inciso segundo del artículo 135 «no podrá alegar la nulidad quien haya dado lugar al hecho que la origina, ni quien omitió alegarla como excepción previa si tuvo la oportunidad para hacerlo, ni quien después de ocurrida la causal haya actuado en el proceso sin proponerla»; y, principalmente, en el artículo 136 ibídem «la nulidad se considerará saneada en los siguientes casos:  1. Cuando la parte que podía alegarla no lo hizo oportunamente o actuó sin proponerla;  2. Cuando la parte que podía alegarla la convalidó en forma expresa antes de haber sido renovada la actuación anulada; 3. Cuando se origine en la interrupción o suspensión del proceso y no se alegue dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en que haya cesado la causa; 4. Cuando a pesar del vicio el acto procesal cumplió su finalidad y no se violó el derecho de defensa».

Como insaneables, el estatuto procesal sólo contempla «proceder contra providencia ejecutoriada del superior, revivir un proceso legalmente concluido o pretermitir íntegramente la respectiva instancia» (artículo 136, Parágrafo). Todos los demás vicios procesales se convalidan o sanean de la manera prevista en el artículo 136 del Código General del Proceso.

Luego, al no estar la nulidad del artículo 121 del Código General de Proceso taxativamente prevista como insaneable y al no ser una «nulidad especial», no es posible afirmar que es una anomalía procesal de tan grande magnitud que no es susceptible de convalidación o saneamiento.

De esta manera, si se actuó sin proponerla, o la convalidó en forma expresa, la nulidad quedará saneada, pero si la parte la formula en la oportunidad prevista  en el artículo 134, siempre que se cumplan los requisitos señalados en el artículo 135, y una vez verificado el supuesto de hecho indicado en el artículo 121 que como se explicó, no es objetivo y admite el descuento de demoras que no se deben a la desidia del funcionario-, el juez deberá declarar la consecuencia jurídica expresada en esa disposición.

3. Bajo los anteriores presupuestos conceptuales y frente a la conducta examinada, surge como evidente que el Tribunal encausado erró al decretar la nulidad de lo actuado dentro del juicio iniciado por los tutelantes contra Comfamiliar Risaralda y otro, a partir del 24  de diciembre de 2017, toda vez que no tomó en consideración que la nulidad de que trata el tan citado artículo 121, es de carácter saneable, por lo que al no haber sido invocada por ninguno de los sujetos procesales antes de haberse dictado sentencia de primera instancia, no tenía razón alguna para declararla, como de manera equivocada se hizo .

Sin embargo, procedió a invalidar lo actuado y a remitir el expediente al juzgado que seguía en turno, el que sin importar lo que había ocurrido en la actuación se limitó a señalar fecha par a marzo del año 2020 a fin de celebrar la audiencia de alegatos y fallo, circunstancia que evidentemente afecta los intereses de las partes en contienda, pues si desde octubre de 2018 se había definido en primera  instancia el asunto sometido a análisis, resulta irracional que lo dispuesto por el Tribunal convocado los llevara a tener que esperar un lapso considerable para que se decidiera de nuevo su litigio, por un funcionario que ni siquiera se encuentra familiarizado con el proceso...”
.
9. En relación con el tema, también la Corte Constitucional se pronunció en sentencia C-443-19 del 25 de septiembre de este año, con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez, expediente D-12981, en cuyo comunicado de prensa No. 37 del 25 y 26 del mismo mes y año, se indica:

“3. Síntesis de los fundamentos. (…)
En este orden de ideas, la Corte resolvió declarar la inexequibilidad de la expresión “de pleno derecho” contenida en el inciso sexto del artículo 121 del Código General del Proceso. Sin embargo, como esta expresión hace parte de una regulación integral sobre la duración de los procesos judiciales, se hicieron las siguientes precisiones sobre los efectos de esta decisión, en los siguientes sentidos: (i) la declaratoria de inexequibilidad no repercute por sí sola en el sistema de calificación de los funcionarios judiciales dispuesto en el inciso octavo del artículo 121 del CGP, pues la eventual descalificación allí prevista deriva, no de la pérdida de la competencia ni de la nulidad de los actos procesales, sino del vencimiento de los plazos legales; (ii) como en virtud de la declaratoria de inexequibilidad la nulidad no opera de pleno derecho, la alegación de las partes sobre la pérdida de la competencia y sobre la inminencia de la nulidad debe ocurrir antes de proferirse sentencia, y la nulidad puede ser saneada en los términos de los artículos 132 y subsiguientes del CGP; de allí que se deba integrar la unidad normativa con el resto del inciso sexto del artículo 121 que contempla la figura de pérdida automática de competencia por vencimiento de los términos legales; (iii) de este modo, la pérdida de competencia queda supeditada al requerimiento de alguna de las partes para la aplicación de la previsión que sobre el particular hace el artículo 121 del CGP, sin perjuicio del deber que, en todo caso, recae sobre el juez de informar al Consejo Superior de la Judicatura sobre haberse excedido el término para fallar y de remitir el expediente al juez o magistrado que le sigue en turno, cuando así se le requiera por alguna de las partes…”. (subrayado fuera del texto).
10. De acuerdo con lo anterior, no ha debido el juzgado que conoció primigeniamente del proceso declarar la nulidad prevista en el artículo 121 del Código General del Proceso, pues ninguna de las partes la alegó; así que, ante ese silencio, la misma se saneó.

11. Así las cosas, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas. Al Juzgado de la misma especialidad del municipio de Santa Rosa de Cabal, se le informará el contenido de esta decisión.

Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira,
R E S U E L V E  :

1º Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el competente para asumir el conocimiento del proceso divisorio instaurado por BCSC SA, antes Banco Caja Social, hoy Leasing Colmena S.A., Compañía de Financiamiento Comercial, contra Universidad de San Buenaventura, Fideicomiso Activos Megabanco, Aluminios de Colombia SA CI, Banco Santander Colombia S.A., Banco de Occidente, Banco Davivienda, Casa del Bombillo No. 2 Ltda y Compañía de Gerenciamiento de Activos Ltda.

2º Infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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